
  

 
 

Rama Judicial del Poder Público 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo del Atlántico 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA 

 

SIGCMA-SGC 

 

Barranquilla, veinticinco (25) de septiembre de dos mil veinte (2.020). 

Radicado 08001-33-33-014-2020-00155-00 

Medio de control o 

Acción 
Tutela 

Demandante Viviana de Jesús De La Cerda Valle 

Demandado 
Comisión Nacional del Servicio Civil (CNSC); Alcaldía de 

Barranquilla 

VInculado Universidad Libre de Colombia (UNILIBRE) 

Juez  Guillermo Osorio Afanador 

 

PRONUNCIAMIENTO 

Procede el Despacho a fallar la acción de tutela interpuesta por la señora Viviana De Jesús 

De La Cerda Valle, quien actúa a través de apoderado judicial, contra Comisión Nacional 

del Servicio Civil (CNSC); y la Alcaldía Distrital de Barranquilla, por la presunta 

vulneración de sus derechos al mínimo vital, trabajo, salud, dignidad humana, debido 

proceso y seguridad social. 

1.- PETITUM.  

La accionante lo solicita así: 

 

  “1. Que se tutelen los derechos fundamentales, al MÍNIMO VITAL, 

SALUD, al TRABAJO, a la DIGNIDAD HUMANA, al DEBIDO 

PROCESO y a la SEGURIDAD SOCIAL de mi representada, en el 

sentido de suspender la Convocatoria 758 de 2018 – Convocatoria 

Territorial Norte y no proceder con el nombramiento de la lista de 

elegible de la OPEC No. 75943 y la consecuente desvinculación de 

quienes ocupan los cargos en provisionalidad:  1) Hasta tanto se declare 

la terminación de la emergencia sanitaria decretada por el Gobierno 

Nacional, la cual de momento se encuentra prorrogada mediante 

Resolución 1462 hasta el 30 de Noviembre-2020. 2) Hasta tanto el 

nominador Alcaldía de Barranquilla antes de efectuar cualquier 

nombramiento verifique, compruebe y deje constancia de ello y no 

precisamente con el periodo de prueba, que el elegible de la OPEC 

75943 cumple con la pericia, la destreza y la habilidad para desempeñar 

sus funciones y competencias.” 

2.- HECHOS.  

 

Manifiesta la apoderada de la accionante que, la señora VIVIANA DE JESÚS DE LA 

CERDA VALLE, labora en la Alcaldía de Barranquilla desde el día 06 de enero de 2009, es 

decir, desde hace más de 11 años, ocupando el cargo de Técnico Operativo Código y Grado 

314-01 en calidad de provisional. 

 

Advierte que, mediante acuerdo No. CNSC 20181000006346 del 10 de octubre del 2.018, 

la Comisión Nacional del Servicio Civil - CNSC y la Alcaldía de Barranquilla, acordaron 



 
Radicado: 08001-33-33-014-2020-00155-00 

Medio de control o Acción: Tutela 
Demandante: Viviana de Jesús De La Cerda Valle 

Demandado: Comisión Nacional del Servicio Civil (CNSC); Alcaldía de Barranquilla 

Fallo de tutela de 1era Instancia 
 

 
2 

 

adelantar concurso abierto de méritos para proveer de manera definitiva 484 vacantes 

pertenecientes a la planta de personal de la Alcaldía de Barranquilla, mediante el proceso 

de selección No. 758 de 2.018 - Convocatoria Territorial Norte. 

 

Señala que dentro del proceso de selección No. 758 de 2.018, se ofertó el cargo técnico 

operativo - código y grado 314-01, el cual insiste la apoderada viene ocupando, mediante 

OPEC No. 75943. 

 

Precisa que, mediante el Decreto 417 del 17 de marzo de 2020, el Gobierno Nacional 

declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio 

Nacional por el término inicial de treinta (30) días, con el fin de conjurar la grave calamidad 

pública que afecta al país por causa del nuevo coronavirus COVID-19, dicho estado se ha 

venido prorrogando y en la presente fecha se encuentra vigente hasta el 30 de Noviembre 

de 2020. 

 

Afirma que, el Gobierno Nacional dictó decretos con fuerza de ley en medio de la pandemia 

de Covid-19 a través de los cuales ordenó a las entidades públicas y privadas el respeto de 

los derechos laborales manteniendo las plantas de personal incólumes; asi mismo, 

determinó que no se podían efectuar despidos masivos, teniendo en cuenta las 

circunstancias que está viviendo el país y el mundo entero. 

 

Expresa que la CNSC ha desconocido los decretos con fuerza de ley y ha continuado con 

las etapas restantes del concurso afectando a un número plural de familias, incluida la de 

la señora Viviana de Jesús de la Cerda Valle, desconociendo así garantías constitucionales 

que ha otorgado el propio Gobierno Nacional.  

  

Advierte la apoderada de la accionante que, el artículo 14 del Decreto 491 del 28 de marzo 

de 2020, establece que hasta tanto permanezca vigente la Emergencia Sanitaria  declarada 

(Vigente hasta el 30 de Noviembre de 2020 Según Resolución 1462 de agosto 26-2020) se 

debe aplicar el aplazamiento de los procesos de selección en curso que se encuentren en 

etapa de reclutamiento o de aplicación de pruebas y en este caso, la valoración de 

experiencia profesional y antecedentes es considerada una prueba, no es el mero examen 

escrito y que en el evento en que el proceso de selección tenga listas de elegibles en firme, 

se efectuarán los nombramientos y posesiones. 

 

Añade que, en el caso del citado concurso, este se ha venido adelantando desconociendo 

las normas antes citadas, en particular el artículo 14 del decreto 491 del 2020, que es claro 

y preciso al señalar cuando debe ser aplazado un proceso de selección en curso, como es 

el caso que nos ocupa, que se encuentra en la etapa o fase de conformación de listas de 

elegibles, tal como lo establece el artículo 4 del numeral 4 del Acuerdo No. CNSC 

20181000006346, del 16-10-2018, proceso de selección No 758 de 2018- Convocatoria 

Territorial Norte. 

 

Hace saber la apoderada que, el 24 de septiembre de 2019 la señora Viviana de Jesús , 

fue víctima de un accidente de tránsito en camino a su lugar de trabajo tal y como consta 

en la historia clínica y en el informe pericial de Clínica Forense N° UBBAQ-DSATL-03404-

2020, caso interno N° UBBAQ-DSATL-03256-C-2020, fue sometida a dos (2) operaciones, 

una del fémur y otra de pelvis, por ello, tiene una incapacidad física que afecta el cuerpo de 

carácter permanente, por consiguiente, en estos momentos quedarse sin empleo sería un 

gran perjuicio para ella en las condiciones en que se encuentra, que igualmente, debido a 

la contingencia ocasionada por la pandemia del COVID19, la hermana de la accionante 

quedó sin empleo hace más de cinco (5) meses y sus padres, ambos adultos mayores de 
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la tercera edad, quienes dependen totalmente de ella se verían gravemente afectados si en 

estos tiempos de dificultad se quedara cesante, ya que la economía está gravemente 

golpeada y más concretamente sobre el empleo, lo que dificulta aún más el acceso a 

conseguir un nuevo trabajo y teniendo en cuenta el rango de edad en que se encuentra, de 

cincuenta (50) años, es aún más complicado, y añade que, Actualmente, su hija quien tiene 

21 años y está cursando quinto (5) semestre en la universidad, estudia con crédito Uninorte 

y a ella como madre le toca pagarle el 50%, lo que equivale a $ 2.766.356 dividido en 

cuatro(4) cuotas de $691.589 mensual. 

 

Por último, culminó que no se trata del bienestar de una sola persona y de intereses 

individuales, sino de la familia y del bienestar de muchas personas que se afectarían 

colateralmente por esta decisión y que si bien es cierto, la señora VIVIANA DE JESUS DE 

LA CERDA VALLE no es dueña de su puesto, no es menos cierto, que todos estos años le 

ha servido con amor a su ciudad y por ende al país, por lo que espera es un poco de 

solidaridad y comprensión en estos momentos en que nos encontramos y que se suspenda 

este concurso hasta tanto se tengan más garantías por parte del Estado para buscar otras 

alternativas.  

 

3.- ACTUACIÓN PROCESAL. 

 

La acción de la referencia fue presentada y sometida a reparto atendiendo las reglas 

establecidas en los Decretos 1382 de 2000 y 1983 de 2017, el 14 de septiembre de 2.020, 

siendo recibida el mismo dia y admitida el 15 de septiembre del mismo año, ordenándose 

notificar a las entidades accionadas,; Comisión Nacional del Servicio Civil (CNSC); 

Alcaldía del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla. y se dispuso 

vincular a la Universidad Libre de Colombia (UNILIBRE) 

 

3.1. Respuesta de las Accionadas 

La Universidad Libre, rindió el informe indicando que, el proceso de selección es regido 

por los principios de mérito, libre concurrencia e igualdad en el ingreso, publicidad, 

transparencia, especialización de los órganos técnicos encargados de ejecutar los procesos 

de selección, imparcialidad, confiabilidad y validez de los instrumentos, eficacia y eficiencia, 

se expidieron los Acuerdos que rigen los Procesos de Selección 744 a 799, 805, 826 y 827, 

987 y 988 de 2018, Convocatoria Territorial Norte, dentro de los cuales se encuentra el 

Proceso de Selección 758 de 2018, en el que se presentó la accionante para el cargo 

mencionado en su libelo de tutela.  

 

Anota, que la UNIVERSIDAD LIBRE suscribió el contrato número 247 de 2019 con LA 

COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, el cual tiene por objeto “Desarrollar el 

proceso de selección para la provisión de empleos vacantes del Sistema General de 

Carrera Administrativa de algunas entidades de los departamentos de Bolívar, Atlántico, La 

Guajira y Norte de Santander - Convocatoria Territorial Norte, desde la etapa de verificación 

de requisitos mínimos hasta la consolidación de la información para la conformación de lista 

de elegibles” 

 

Precisa que, del citado objeto contractual, la Universidad Libre adquirió obligaciones 

contractuales únicamente hasta la consolidación de la información para conformar la lista 

de elegibles y en lo relacionado con las etapas indicadas anteriormente; por lo cual las 

pretensiones de la accionante no se circunscriben a las obligaciones contraídas por la 

Universidad Libre para efectos del desarrollo de la Convocatoria Norte, por lo cual dicha 

entidad carece de competencia alguna para dar trámite a los solicitudes expuestas vía 

tutela. Luego entonces, la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, junto con la 
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Entidad Ofertante en el proceso de selección, son las únicas responsables de emitir un 

pronunciamiento que dé solución a las inconformidades planteadas por la tutelante a través 

de la presente acción constitucional. 

 

Añade que, en ese orden de ideas, no hay posibilidad de abordar el estudio de la 

responsabilidad que le asistirá a la Universidad Libre de Colombia por los motivos de 

inconformidad del tutelante, toda vez que carece de titularidad de los derechos de acción y 

contradicción en la presente controversia. 

 

Hace notar que, al configurarse la falta de legitimación en la causa por pasiva de LA 

UNIVERSIDAD LIBRE DE COLOMBIA, no puede el juez de tutela concederla en su contra, 

pues a pesar de ser ésta un mecanismo que goza de relativa informalidad, su trámite debe 

cobijar los principios de legalidad, contradicción y debido proceso, siguiendo así juicios de 

valor como son, entre otros, la capacidad para ser parte y la debida integración de la causa 

pasiva. 

 

Por su parte la Comisión Nacional del Servicio Civil, rindió el informe solicitado 

mencionando que el Decreto 491 de 2020, Por el cual se adoptan medidas de urgencia para 

garantizar la atención y la prestación de los servicios por parte de las autoridades públicas 

y los particulares que cumplan funciones públicas y se toman medidas para la protección 

laboral y de los contratistas de prestación de servicios de las entidades públicas, en el 

marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica señaló que “Hasta tanto 

permanezca vigente la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y 

Protección Social, para garantizar la participación en los concursos sin discriminación de 

ninguna índole, evitar el contacto entre las personas y propiciar el distanciamiento social, 

se aplazarán los procesos de selección que actualmente se estén adelantando para  

proveer empleos de carrera del régimen general, especial constitucional o específico, que 

se encuentren en la etapa de reclutamiento o de aplicación de pruebas.” 

 

Añade además que: “Las autoridades competentes deberán reanudar dichos procesos una 

vez se supere la Emergencia Sanitaria.” 

 

Continúa manifestando que: “En el evento en que el proceso de selección tenga listas de 

elegibles en firme se efectuarán los nombramientos y las posesiones en los términos y 

condiciones señalados en la normatividad vigente aplicable a la materia. La notificación del 

nombramiento y el acto de posesión se podrán realizar haciendo uso de medios 

electrónicos. Durante el período que dure la Emergencia Sanitaria estos servidores públicos 

estarán en etapa de inducción y el período de prueba iniciará una vez se supere dicha 

Emergencia.” 

 

Considera que atendiendo a una interpretación sistemática de las normas establecidas en 

el Decreto 491 de 2020, ha de resaltarse que no le asiste razón al accionante en la 

interpretación a la que alude de la norma contenida en el artículo 14 del Decreto 491 en 

mención, cuando manifiesta que dicha norma al ordenar la suspensión de los procesos de 

selección en sus etapas de reclutamiento y aplicación de pruebas, esta última incluye la 

conformación y publicación de las listas de elegibles, pues, dicha interpretación descartaría 

la aplicación de lo dispuesto en el artículo 6 anterior, lo cual, además, resultaría injustificado 

teniendo en cuenta que el proceso de selección desde sus inicios se fundamentó en el uso 

de las herramientas tecnológicas para su desarrollo, lo cual justifica ampliamente la decisión 

de no suspender los términos de dichas actuaciones, y por otro lado, haciendo una 

interpretación literal del artículo 14, la misma se refiere a la aplicación de pruebas, lo cual 

descarta los trámites posteriores a la misma, esto es, la publicación de listas de elegibles, 
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las cuales han de desarrollarse mediante el uso de las herramientas tecnológicas como 

bien lo establecen los artículos 42, 43 y 44 del Acuerdo de Convocatoria. 

 

Expresa que, de acuerdo la interpretación realizada por el accionante del artículo 14 del 

Decreto 491 de 2020, es errada y que evidentemente es contrario al espíritu mismo de dicho 

de Decreto, esto es, hacer aún más efectivas y viables el uso de las tecnologías a fin de 

continuar con la prestación de servicios del Estado en tiempos en que se debe procurar por 

acciones que mitiguen y eviten la propagación del COVID-19.   

  

Por último, solicita se pronuncie el despacho desfavorablemente la solicitud de la parte 

accionante, debido a que la Comisión Nacional del Servicio Civil NO ha vulnerado en ningún 

sentido derecho fundamental alguno, ya que como se evidencia, se ha dado correcta 

aplicación a las normas que rigen el concurso público de mérito, conocidas por todos los 

aspirantes al momento de inscribirse, y se han garantizado los derechos fundamentales que 

le asisten a los aspirantes que se encuentran concursando en el Proceso de Selección No. 

758 de 2018 – Convocatoria Territorial Norte. 

 

A su turno la Alcaldía Distrital De Barranquilla, comienza su informe indicando que en 

virtud del artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela sólo tiene cabida en 

aquellos casos en que no exista otro medio de defensa judicial, salvo que sea utilizado 

como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

Señala que, sobre este asunto en particular, NO se puede invocar la existencia de un 

perjuicio irremediable, porque además de tener otra vía para dirimir la problemática 

planteada en sede ordinaria su eventual mejor derecho, frente a quien le ganó en franca lid 

el derecho a ocupar la vacante sometida a concurso. Lo cual no puede ser atribuible en 

momento alguno a una acción u omisión de la entidad, ya que se trata de un concurso de 

méritos, administrado por la Comisión Nacional del Servicio Civil y ejecutado por la 

Universidad Libre que obró como contratista operador, en ninguno de estos eventos fue 

deliberante la Alcaldía Distrital y de hecho su eventual y futura participación consistirá en la 

aplicación de la ruta y protocolo establecidos por la Comisión Nacional del Servicio Civil, 

para el efecto. 

 

Estima pertinente mencionar que, la accionante contó con la posibilidad de participar en el 

concurso en comento, es decir, que la oferta al ser pública le permitió el libre acceso a todos 

los posibles interesados. Así las cosas, no puede el actor en sede de tutela y menos en 

esta etapa del concurso argumentar una vulneración o un perjuicio irremediable el cual en 

todo caso no fue probado en el trámite de la acción de tutela de la referencia. 

 

Por último, considera que no cabe duda de la pertinencia del requerimiento indiscutible de 

la DESVINCULACIÓN de la Alcaldía Distrital de Barranquilla, ya que NO ha sido 

responsable ni por acción, ni omisión de los hechos objeto de solicitud de amparo de tutela 

y porque para ser TUTELADO se requiere por expresa disposición de la Corte 

Constitucional que MEDIE UN NEXO DE CAUSALIDAD entre la conducta del accionado y 

el derecho fundamental amenazado o vulnerado. Lo cual por supuesto, no es el caso, 

precisamente por ello no hay ningún cargo en su contra por parte del accionante, más 

cuando el actor tuvo las mismas posibilidades de postulación al cargo que se encuentra 

ejerciendo como todos los demás participantes. 

 

3.2 Intervinientes. 
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David Andres Garcia Barrios, identificado con cedula de ciudadanía No. 1.045.710.726 

de Barranquilla, manifiesta que se inscribió en la convocatoria de la Entidad: ALCALDÍA 

DISTRITAL DE BARRANQUILLA Proceso de Selección No. 758 de 2018, al cargo Código: 

314 Denominación: 333 Técnico Operativo, Nivel jerárquico: Técnico Grado: 1 y Nº de 

OPEC 75943 y me fue asignado el No de Inscripción: 200914642. 

 

Éste interviniente expone que la accionante, ni siquiera puso en conocimiento de las 

autoridades accionadas las inconformidades expuestas en esta acción de tutela, haciendo 

uso de su derecho de petición, o atacando como ciudadana afectada los actos 

administrativos emanados de la CNSC que se encuentran violando sus prerrogativas 

constitucionales, por el contrario, se insiste que está utilizando este mecanismo 

constitucional como vía preferente e instancia judicial o administrativa adicional de 

protección. 

 

Señala que, con la acción de tutela NO SE PUEDEN AMPARAR DERECHOS 

FUNDAMENTALES FUTUROS, está probado que en la actualidad la señora sigue 

laborando en su cargo de TÉCNICO OPERATIVO GRADO 314-01, prueba fehaciente de 

que no ha sido declarada INSUBSISTENTE por la Alcaldía Distrital de Barranquilla, y que 

dicha situación haga procedente el amparo solicitado. 

 

Precisa que, lo que pretende la actora con esta acción constitucional, es que se abra un 

debate probatorio en aras de establecer si las entidades accionadas cumplen o no con lo 

ordenado por el gobierno nacional en un acto administrativo con fuerza de ley, luego 

entonces utiliza la herramienta constitucional EQUIVOCADA, ya que la acción procedente 

es la de CUMPLIMIENTO, y no la ACCIÓN DE TUTELA que es RESIDUAL Y 

SUBSIDIARIA. 

 

Precisa que la accionante se muestra inconforme con el ACUERDO No. CNSC - 

20181000006346 del 16-10-2018, por medio de cual se convoca a concurso abierto de 

méritos para proveer definitivamente los empleos vacantes de la carrera administrativa de 

la ALCALDÍA DISTRITAL DE BARRANQUILLA - ATLANTICO Proceso de Selección No. 

758 de 2018 — Convocatoria Territorial Norte, específicamente la OPEC: 75943, que es 

está revestido de PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD, por lo que para el caso sub-lite la acción 

de tutela se torna improcedente por incumplimiento del REQUISITO DE INMEDIATEZ, ya 

que activa la jurisdicción constitucional sólo hasta 1 año y 11 meses después de la 

expedición del acto administrativo de CONVOCATORIA y que con el mismo según su dicho 

se le están presuntamente vulnerando sus derechos fundamentales.  

 

Indica que en la actualidad, el proceso de selección No 758 de 2018 de la Convocatoria 

Territorial Norte, ha surtido todas sus etapas de aplicación de pruebas y esta solo a la 

espera de las listas de elegibles, y el gobierno nacional No ha expedido ni un solo acto 

administrativo, como erradamente lo aduce la actora, que suspenda la expedición de listas 

de elegibles, el nombramiento y posterior posesión en periodo de prueba de aquellos 

aspirantes que por orden de mérito nos encontramos dentro de las vacantes ofertadas para 

determinado cargo. 

 

Culmina su intervención manifestando que frente al perjuicio irremediable que habla el 

citado Artículo 86 de la Constitución Política, la accionante no lo demuestra, además no 

aporta prueba  sumaria que lo señale pues no se encuentra acreditada afectación alguna a 

la porción de ingresos indispensable e insustituible para atender las necesidades básicas, 

y permitir así una subsistencia digna de la accionante y de su familia. 
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Por su parte, consta que también intervinieron los señores EDUARDO MENDOZA DIAZ, 

ANDRES BRAND MIRANDA, YEISON MONTENEGRO, ELIGIO QUIROZ BRUM, 

BERTHA PAJARO ARELLANO, YULY ESPAÑA LANDAZURI, JEAN PIERRE FUENTES 

CASTRO, LEIDY GARCIA CHOPERENA, quienes afirman realizaron inscripción al 

Concurso de Méritos de la convocatoria Territorial Norte, específicamente al cargo ofertado 

en la Alcaldía Distrital de Barranquilla denominado Técnico Operativo, código 314 grado 01 

identificado con la OPEC 75943, habiendo agotado y superado todas las etapas, 

continuando en el concurso hasta la fecha en la etapa en la que actualmente se encuentra: 

Expedición de listas de elegibles, firmeza de listas de elegibles y nombramientos; sin 

embargo, el despacho no observa prueba de su legitimación. 

 

A pesar lo anterior el despacho traerá a colación su intervención conjunta:  

 

“La acción de tutela es un mecanismo de carácter residual y subsidiario que puede 
ser utilizado ante la vulneración o amenaza de derechos fundamentales cuando 
no exista otro medio idóneo de defensa de los derechos invocados, o cuando 
existiéndolo se requiera acudir al amparo constitucional como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable, de lo cual no se vislumbra en la 
acción instaurada por la actora, pues el concurso de méritos que adelanta la 
Comisión Nacional del Servicio Civil se ajusta a las disposiciones constitucionales 
y legales, el cual es abierto y público, es decir,  todas las personas que reunieran 
los requisitos podían participar en dicho concurso de méritos, incluso la señora 
Viviana ahora accionante, mayor aún en razón a que sí posee la experiencia que 
aduce tener  y los conocimientos en el ejercicio de dicho cargo, era una de las 
llamadas hacer parte del concurso y de los elegibles, convocatoria que en igualdad 
de condiciones aperturó la Comisión Nacional del Servicio Civil a toda la 
ciudadanía.  
  
2. Contrario a lo expresado por la accionante, la CNSC no ha desconocido la 
normatividad expedida por el gobierno nacional en el marco de la emergencia 
sanitaria, pues no se trata de despidos masivos, estamos bajo un concurso de 
méritos que en igualdad de condiciones los ciudadanos tendrán la posibilidad de 
acceder a las vacantes ofertadas, de acuerdo a lo expresado por el artículo 125 
constitucional, el cual traemos a colación:   
  
Artículo 125. Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera 
(...)  
  
Por lo cual no se aviroza violación alguna de derechos fundamentales a la actora.  
  
3. El decreto Legislativo 491 del 28 de Marzo de 2020 en su artículo 14 expedido 
por el gobierno nacional al que hace alusión la accionante en su escrito tutelar, si 
bien es cierto que suspendió los procesos de selección que se encontraran en las 
etapas de reclutamiento o aplicación de pruebas, frente a la convocatoria No. 758 
de 2018 Territorial Norte que nos atañe, se encuentra en una etapa distinta de las 
suspendidas por el decreto ley mencionado, pues está en la fase de conformación 
de listas de elegibles mas no en reclutamiento o aplicación de pruebas, por lo cual 
el argumento de la actora de suspender el concurso de méritos está llamado al 
fracaso.   
   
4. Aduce la parte accionante que el nominador en este caso el Alcalde de 
Barranquilla debe revisar que los elegibles cumplan con los requisitos de 
experiencia, en razón a que según la señora Viviana los servidores públicos en 
calidad de provisionales tienen 10 años en el cargo, de lo cual su señoria me 
permito rebatir ese argumento pues dentro del concurso de méritos existe la fase 
de verificación de requisitos mínimos, la cual consiste en que solo los 
concursantes que reúnan los requisitos de estudio y experiencia puedan presentar 
las pruebas escritas y continuar en las siguientes fases del concurso de méritos, 



 
Radicado: 08001-33-33-014-2020-00155-00 

Medio de control o Acción: Tutela 
Demandante: Viviana de Jesús De La Cerda Valle 

Demandado: Comisión Nacional del Servicio Civil (CNSC); Alcaldía de Barranquilla 

Fallo de tutela de 1era Instancia 
 

 
8 

 

adicionalmente posterior a la conformación y publicación de la lista de elegibles, 
los concursantes que superamos las diferentes etapas entramos en un periodo de 
prueba por el término de 6 meses, al momento de posesionarnos también el 
nominador verifica nuestras hojas de vida por lo cual se cae por su propio peso el 
argumento de la actora de manifestar que los elegibles no poseemos los requisitos 
para el ejercicio del cargo.  
  
5. La apoderada de la accionante en la presente acción constitucional expone que 
su poderdante sufrió un accidente de tránsito el pasado 24 de Septiembre de la 
anterior anualidad, lo cual es ajeno a la jurisdicción constitucional, ese argumento 
desdibuja la competencia de los jueces constitucionales pues se tratan de 
discusiones de índole económica en donde existen perjuicios patrimoniales y 
extrapatrimoniales que la actora muy bien puede acudir a la jurisdicción ordinaria, 
jueces civiles y solicitar el amparo de sus derechos.  
  
6. La señora Viviana trae a colación en sede de tutela, afectaciones laborales de 
su hermana, la cual en primera instancia no está legitimada en la causa, ni por 
activa ni por pasiva, segundo si de afectaciones económicas se trata, es decir, 
intereses particulares gran parte de la población hemos sido golpeadas por la 
crisis económica desatada para prevenir el contagio del virus covid 19. Estos 
asuntos deben ventilarse ante las autoridades competentes. 
  
7. La actora expone que se ofertaron 484 cargos de los cuales en su mayoría son 
provisionales, de lo cual es de conocimiento público y así lo consagra la ley y la 
jurisprudencia de la honorable Corte Constitucional que estos poseen una 
estabilidad precaria, en razón a que precisamente su denominación es diciente 
son provisionales, es decir, estarán ocupando el cargo mientras se provea el 
empleo mediante el concurso de méritos, por lo cual su señoría no se observa 
vulneración alguna, mientras que nosotros como concursantes superamos las 
distintas etapas como la aplicación de las pruebas escritas (básicas, funcionales, 
comportamentales) todo a la luz del mérito estamos viendo vulnerados nuestros 
derechos al acceso a los cargos públicos, trabajo, debido proceso debido a la 
pretensión de la actora de suspender la convocatoria, de la cual la señora Viviana 
reiteramos pudo ser parte, lo cual es inadmisible desconocer el concurso de 
méritos una prerrogativa constitucional subyacente del estatuto superior.  
  
8. En ese sentido si la actora así como los diferentes servidores públicos en 
provisionalidad sienten vulnerados sus derechos en el marco de la convocatoria 
desarrollada por la CNSC pueden interponer las acciones que consideren 
pertinentes ante el juez competente, que en este caso es la jurisdicción 
contencioso administrativo por tratarse de un acto administrativo que regula una 
convocatoria (Acuerdo No. 20181000006346 del 10 de octubre del 2018 emanado 
por la CNSC)” 

 

Por último, el señor Jaime José Espinosa Burgos, a través del correo institucional del 

despacho, manifestó ser interesado, y en el cual indicó:  

 

“buen dia  

yo jaime jose espinosa burgos identificado con cédula de ciudadanía 73008254 

y participante de la convocatoria territorial norte proceso de selección 758 

alcaldía de barranquilla OPEC 75943, solicito se me haga parte en este proceso 

08001-33-33-014-2020-00155-00” 

Sin embargo, ante tal intervención, encuentra prudente el despacho reiterar como en el 

caso de EDUARDO MENDOZA DIAZ, ANDRES BRAND MIRANDA, YEISON 

MONTENEGRO, ELIGIO QUIROZ BRUM, BERTHA PAJARO ARELLANO, YULY 

ESPAÑA LANDAZURI, JEAN PIERRE FUENTES CASTRO, LEIDY GARCIA 
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CHOPERENA, que quien interviene si bien afirma su calidad de participante, no acredita tal 

circunstancia. 

 

4.- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO.  

4.1.- Problema Jurídico: Corresponde al Despacho dilucidar si se vulneran los derechos 

fundamentales al mínimo vital, al trabajo, a la salud, a la  dignidad humana, al debido 

proceso y a la seguridad social de una empleada de la administración municipal que ocupa 

un cargo de carrera en provisionalidad, ante el evento de ser desvinculada, por el 

nombramiento de la persona que aparece en lista de elegibles luego de superar un concurso 

de méritos. 

 

Para estos efectos se estudiará previamente la i) noción de la acción de tutela, ii) 

Procedencia excepcional de la acción de tutela contra determinaciones adoptadas en los 

procesos de selección de empleos públicos; iii) debido proceso administrativo en concursos 

de méritos; iv) La estabilidad laboral de los funcionarios públicos nombrados en 

provisionalidad que desempeñan cargos de carrera administrativa; y, v) el caso concreto. 

 

4.2.- Noción de la Acción de Tutela. 

 

El artículo 86 de la Constitución Política de 1991 consagró la Acción de Tutela, como un 

instrumento jurídico de protección general a disposición de toda persona contra la violación 

o amenaza de sus derechos fundamentales mediante las acciones u omisiones de 

cualquier autoridad pública. 

 

La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, 

actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo que será de inmediato cumplimiento podrá 

impugnarse ante el competente, y en todo caso lo remitirá a la Corte Constitucional para 

su eventual revisión. 

 

Además de que la tutela es un mecanismo informal y sumario, la Corte Constitucional ha 

señalado que para que sea procedente, debe verificarse que la acción se haya interpuesto 

dentro de un plazo razonable y proporcional al hecho que generó la vulneración. 

 

De igual forma, el precitado artículo dispone que dicha acción “sólo procederá cuando el 

afectado no disponga de otro medio de defensa judicial”. La jurisprudencia constitucional 

también ha precisado que este precepto se debe interpretar en el sentido de que los medios 

alternos de defensa con que cuenta el interesado tienen que ser idóneos, esto es, aptos 

para obtener la protección requerida, con la urgencia que sea del caso. Por lo tanto, la 

idoneidad de los medios de defensa se debe evaluar en el contexto particular de cada caso 

individual, teniendo en cuenta las circunstancias específicas que afectan al peticionario, 

para así determinar si realmente existen alternativas eficaces de protección que hagan 

improcedente la tutela. 

  

Ahora bien, dicho artículo contempla una excepción, conforme a la cual, a pesar de la 

existencia de otros medios de defensa judicial, será procedente la acción de tutela cuando 

quiera que “se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”.  

 

4.3. - Procedencia excepcional de la acción de tutela contra determinaciones 

adoptadas en los procesos de selección de empleos públicos 

 

Sobre este tema en sentencia T-180 de 2015, la Corte Constitucional reiteró su posición 

en el sentido de señalar que en algunos casos y pese a existir otro medio de defensa, este 
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se torna en ineficaz, emergiendo la acción de amparo como mecanismo excepcional de 

defensa de los derechos fundamentales de las personas participan en un proceso de 

selección de personal público. 

 

En esa oportunidad se dijo: 

 

“El artículo 86 constitucional consagró la acción de tutela como un mecanismo residual para 

la protección de derechos, dado que su procedencia está supeditada a que el afectado 

carezca de otro medio de defensa judicial[2], salvo que se utilice como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable[3]. 

  

El carácter subsidiario de la acción de tutela impone al interesado la obligación de desplegar 

todo su actuar dirigido a poner en marcha los medios ordinarios para la protección de sus 

derechos fundamentales. Este imperativo constitucional pone de relieve que para solicitar 

el amparo de un derecho fundamental, el peticionario debe haber actuado con diligencia en 

los procesos y procedimientos ordinarios, pero también que la falta injustificada de 

agotamiento de los recursos legales deviene en la improcedencia de la acción de tutela. 

  

En este sentido, la Corte Constitucional ha señalado que el juez debe analizar, en cada 

caso concreto, si los otros mecanismos judiciales disponibles permiten ejercer la defensa 

de los derechos constitucionales fundamentales de los individuos, logrando su protección 

efectiva e integral[4]. 

  

Ahora bien, en lo que se refiere a las decisiones que se adoptan dentro de un concurso de 

méritos, esta Corporación ha sostenido que si bien los afectados pueden acudir a 

las acciones señaladas en el Estatuto Procesal Administrativo para controvertirlas, en 

algunos casos las vías ordinarias no resultan idóneas y eficaces[5] para restaurar los 

derechos fundamentales conculcados, ya que no suponen un remedio pronto e integral para 

los aspirantes[6] y la mayoría de veces debido a la congestión del aparato jurisdiccional, el 

agotamiento de las mismas implica la prolongación de la vulneración en el tiempo[7]. 

  

Sobre el particular, en la Sentencia SU-913 de 2009 se determinó que:“en materia de 

concursos de méritos para la provisión de cargos de carrera se ha comprobado que para 

excluir a la tutela en estos casos, el medio judicial debe ser eficaz y conducente, pues se 

trata nada menos que de la defensa y realización de derechos fundamentales, ya que no 

tendría objeto alguno enervar el mecanismo de tutela para sustituirlo por un instrumento 

previsto en el ordenamiento legal que no garantice la supremacía de la Constitución en el 

caso particular”.     

  

Entonces, en ciertas circunstancias los mecanismos judiciales de defensa existentes en el 

ordenamiento jurídico para impugnar las decisiones adoptadas dentro de un trámite de 

concurso de méritos, debido a su complejidad y duración, carecen de idoneidad y eficacia 

para proteger los derechos fundamentales al acceso a la función pública y al trabajo. 

  

La Corte ha resaltado que la provisión de empleos a través de concurso busca la 

satisfacción de los fines del Estado y garantiza el derecho fundamental de acceso a la 

función pública. Por ello, la elección oportuna del concursante que reúne las calidades y el 

mérito asegura el buen servicio administrativo y requiere de decisiones rápidas respecto de 

las controversias que surjan entre los participantes y la entidad[8]. 

  

Así las cosas, este Tribunal ha entendido que la acción de tutela es un mecanismo 

excepcional de defensa de los derechos fundamentales de las personas participan en un 

proceso de selección de personal público y son víctimas de un presunto desconocimiento 

de cualquiera de sus derechos fundamentales.” 

  

4.4.- Debido proceso administrativo en concurso de méritos 

 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/T-180-15.htm#_ftn2
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/T-180-15.htm#_ftn3
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/T-180-15.htm#_ftn4
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/T-180-15.htm#_ftn5
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/T-180-15.htm#_ftn6
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/T-180-15.htm#_ftn7
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/T-180-15.htm#_ftn8
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Al respecto, la Corte Constitucional ha sido enfática, en referirse al debido proceso “como 

un derecho constitucional fundamental, que se encuentra regulado en el Artículo 29 

Superior, aplicable a toda clase de actuaciones administrativas y judiciales, en procura de 

que los habitantes del territorio nacional puedan acceder a mecanismos justos, que 

permitan cumplir con los fines esenciales del Estado, entre ellos, la convivencia pacífica 

(...)”1 

 

Dado el carácter de derecho fundamental aplicable a las actuaciones administrativas, y 

para el caso que hoy nos tiene en este escenario, el cual es el trámite y valoración de 

antecedentes dentro del proceso adelantado en desarrollo de la convocatoria No. 433 de 

2.016, considera esta agencia prudente traer a colación lo dispuesto por la Corte 

Constitucional en la sentencia T-090 del 2.013, ya reseñada cuando razonó: 

 

“En este orden de ideas, el concurso público es el mecanismo establecido por la 

Constitución para que en el marco de una actuación imparcial y objetiva, se tenga en cuenta 

el mérito como criterio determinante para proveer los distintos cargos en el sector público, 

a fin de que se evalúen las capacidades, la preparación y las aptitudes generales y 

específicas de los distintos aspirantes a un cargo, para de esta manera escoger entre ellos 

al que mejor pueda desempeñarlo, dejando de lado cualquier aspecto de orden subjetivo.  

  

4.3. Ahora bien, el concurso de méritos al ser un instrumento que garantiza la selección 

fundada en la evaluación y la determinación de la capacidad e idoneidad del aspirante para 

desempeñar las funciones y asumir responsabilidades, se convierte en una actuación 

administrativa que debe ceñirse a los postulados del debido proceso constitucional (artículo 

29 Superior). 

  

Para cumplir tal deber, la entidad encargada de administrar el concurso de méritos elabora 

una resolución de convocatoria, la cual contiene no sólo los requisitos que deben reunir los 

aspirantes a los cargos para los cuales se efectúa el concurso, sino que también debe 

contener los parámetros según los cuales la misma entidad administrativa debe someterse 

para realizar las etapas propias del concurso, así como la evaluación y la toma de la decisión 

que concluye con la elaboración de la lista de elegibles. Hacer caso omiso a las normas que 

ella misma, como ente administrador expida, o sustraerse al cumplimiento de éstas, atenta 

contra el principio de legalidad al cual debe encontrarse siempre sometida la administración, 

así como también contra los derechos de los aspirantes que se vean afectados con tal 

situación.” 

 

4.5.- La estabilidad laboral de los funcionarios públicos nombrados en 

provisionalidad que desempeñan cargos de carrera administrativa 

Frente a éste tema la Corte Constitucional en Sentencia T-464 del 2.019 se ha 

referido explicando que:  

“El artículo 53 de la Constitución Política establece que uno de los principios 

mínimos de las relaciones laborales es el derecho que tiene todo trabajador a 

permanecer estable en su empleo, a menos de que exista una justa causa para 

su desvinculación o despido. Por su parte, la jurisprudencia de este Tribunal ha 

reconocido el “derecho constitucional a una estabilidad laboral reforzada”, que 

se deriva del principio de derecho a la igualdad de trabajo y que se materializa 

con medidas diferenciales en favor de aquellas personas que se encuentran en 

situación de vulnerabilidad[32]. 

                                                             
1 Sentencia T-051 del 10 de febrero de 2.016, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-464-19.htm#_ftn32
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Así las cosas, la Corte Constitucional ha manifestado que la estabilidad laboral 

se trata de: 

“una garantía que tiene todo trabajador a permanecer en el empleo y a obtener 

los correspondientes beneficios salariales y prestacionales, incluso contra la 

voluntad del patrono, si no existe una causa relevante que justifique el despido. 

La doctrina ha entendido entonces que el principio de estabilidad laboral 

configura, en cabeza de los trabajadores, un verdadero derecho jurídico de 

resistencia al despido, el cual es expresión del hecho de que los fenómenos 

laborales no se rigen exclusivamente por el principio de la autonomía de la 

voluntad, ya que están en juego otros valores constitucionales, en especial la 

propia dignidad del trabajador y la búsqueda de una mayor igualdad entre 

patrono y empleado. Por ello, en función del principio de la estabilidad laboral, y 

de la especial protección al trabajo (CP arts 25 y 53), no basta el deseo 

empresarial para que pueda cesar una relación de trabajo sino que es necesario 

que se configure una justa causa, en los términos señalados por la ley, y en 

armonía con los valores constitucionales”. 

Las personas que gozan de estabilidad laboral reforzada son aquellas personas 

que se encuentran amparadas por el fuero sindical, en condición de invalidez o 

discapacidad y las mujeres en estado de embarazo. De igual manera, la Corte 

ha manifestado que aquellos trabajadores con limitaciones físicas, sensoriales o 

psicológicas se encuentran en situación de debilidad manifiesta y, por lo tanto, 

son beneficiarios de una estabilidad laboral reforzada. Esta limitación a la que 

hace alusión la Corte, hace referencia a una aplicación extensiva de la Ley 361 

de 1997 “Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las 

personas en situación de discapacidad y se dictan otras disposiciones” a 

aquellas personas que se encuentran en un estado de debilidad manifiesta por 

causa de una enfermedad, sin necesidad de que exista una calificación previa 

que acredite su condición de discapacidad o invalidez[33]. 

En ese sentido, la Sentencia T-663 de 2011, reiterando lo sostenido en la 

Sentencia T-094 de 2010, señaló que: 

“(…) esta concepción amplia del término ‘limitación’ ha sido acogida en reciente 

jurisprudencia de esta (sic) Alto Tribunal en el sentido de hacer extensiva la 

protección de la que habla la Ley 361 de 1997 a las personas de las que se 

predique un estado de debilidad manifiesta por causa de una enfermedad que 

no necesariamente acarree una pérdida de la capacidad para trabajar. Desde la 

pluricitada sentencia T-198 de 2006 se ha dicho que ‘en materia laboral, la 

protección especial de quienes por su condición física están en circunstancia de 

debilidad manifiesta se extiende también a las personas respecto de las cuales 

esté probado que su situación de salud les impide o dificulta sustancialmente el 

desempeño de sus labores en las condiciones regulares, sin necesidad de que 

exista una calificación previa que acredite su condición de discapacitados o de 

invalidez.’   

De esta forma, la merma en las condiciones de salud de un trabajador puede 

hacer del mismo susceptible de una protección laboral reforzada que 

corresponde a la idea de estabilidad en el trabajo y que resulta de una aplicación 

directa de la Constitución Política que en artículos como el 13, el 48 y el 53 obliga 

al Estado a la custodia especial de aquellas personas que presenten una 

disminución en sus facultades físicas, mentales y sensoriales. Esto coincide con 

aquélla interpretación del concepto de limitación que se ha venido pregonando” 

(Negrilla fuera del texto original). 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-464-19.htm#_ftn33
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En este orden de ideas, los trabajadores que se encuentran en una situación de 

vulnerabilidad, bien sea por una discapacidad calificada como tal, o por una 

limitación en su salud que les impide o dificulta sustancialmente el desempeño 

de sus labores en las condiciones regulares, cuentan con una protección 

constitucional a través de la figura de la estabilidad laboral reforzada. En esta 

medida, la Corte ha manifestado que:  

“La elaboración de una noción de discapacidad ha sido un proceso muy lento y 

difícil. En cada momento de la historia, con base en los conocimientos científicos 

con los que se ha contado, los legisladores han regulado diversos aspectos de 

esta problemática. De allí que la terminología empleada en la materia haya 

cambiado con el paso del tiempo. De hecho, hoy por hoy, se trata de un concepto 

en permanente construcción y revisión. En materia laboral, la protección especial 

de quienes por su condición física están en circunstancia de debilidad manifiesta 

se extiende también a las personas respecto de las cuales esté probado que su 

situación de salud les impide o dificulta sustancialmente el desempeño de sus 

labores en las condiciones regulares, sin necesidad de que exista una 

calificación previa que acredite su condición de inválido. Queda entonces claro 

que la discapacidad es un concepto diverso al de invalidez” 

Ahora bien, en el caso de los servidores públicos que ocupan en provisionalidad 

un cargo de carrera, la Corte ha manifestado que gozan de una estabilidad 

laboral relativa, lo que implica que únicamente pueden ser removidos por 

causales legales que deben expresarse de manera clara en el acto de 

desvinculación. De esta manera, la Corte ha reiterado que la terminación de una 

vinculación en provisionalidad porque la plaza respectiva debe ser provista con 

una persona que ganó el concurso “no desconoce los derechos de esta clase de 

funcionarios, pues precisamente la estabilidad relativa que se le ha reconocido 

a quienes están vinculados bajo esta modalidad, cede frente al mejor derecho 

que tienen las personas que ganaron un concurso público de méritos”[35]. 

Al respecto, en la sentencia SU-446 de 2011, la Corte precisó que: 

“la situación de quienes ocupan en provisionalidad cargos de carrera 

administrativa, encuentra protección constitucional, en la medida en que, en 

igualdad de condiciones pueden participar en los concursos y gozan de 

estabilidad laboral, condicionada al lapso de duración del proceso de selección 

y hasta tanto sean reemplazados por quien se haya hecho acreedor a ocupar el 

cargo en virtud de sus méritos evaluados previamente”. 

No obstante, la jurisprudencia constitucional ha reconocido que dentro de las 

personas que ocupan un cargo de carrera en provisionalidad, pueden 

encontrarse sujetos de especial protección constitucional, como las madres y 

padres cabeza de familia, quienes estén próximos a pensionarse, las personas 

que se encuentran en situación de discapacidad o en debilidad manifiesta por 

causa de una enfermedad. En estos casos, la Corte ha afirmado que antes de 

proceder al nombramiento de quienes superaron el concurso de méritos, los 

funcionarios que se encuentren en provisionalidad deberán ser los últimos en 

removerse y en todo caso, en la medida de las posibilidades, deben vincularse 

nuevamente de manera provisional en cargos vacantes de la misma jerarquía o 

equivalencia de los que se venían ocupando[36]. 

Es así como en la sentencia T-373 de 2017, la Corte concluyó que:  

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-464-19.htm#_ftn35
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-464-19.htm#_ftn36
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“Una entidad vulnera los derechos fundamentales a la salud y vida digna de un 

sujeto de especial protección que ocupa un cargo de carrera en provisionalidad, 

cuando con fundamento en el principio del mérito nombra de la lista de elegibles 

a quien superó las etapas del concurso, sin antes adoptar medidas afirmativas 

dispuestas en la Constitución y que materialicen el principio de solidaridad social, 

relativas a su reubicación en un cargo similar o equivalente  al que venía 

ocupando, siempre y cuando se encuentre vacante”. 

Así las cosas, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que la estabilidad 

laboral de la que gozan todos los funcionarios públicos que se encuentran en 

provisionalidad es una estabilidad laboral relativa o reforzada, en la medida en 

que no tienen derecho a permanecer de manera indefinida en el cargo, pues este 

debe proveerse a través del concurso de méritos. Por su parte, aquellos 

funcionarios públicos que se encuentran en provisionalidad y que son sujetos de 

especial protección constitucional gozan de una estabilidad laboral reforzada, 

pero pueden llegar a ser desvinculado con el propósito de proveer el cargo que 

ocupan con una persona que ha ganado el concurso de méritos,  pues se 

entiende que el derecho de las personas que se encuentran en provisionalidad 

cede frente al mejor derecho que tienen aquellos que participan en un concurso 

público[37]. 

No obstante lo anterior, este Tribunal Constitucional ha reiterado que en el caso 

de sujetos de especial protección constitucional que ejerzan cargos en 

provisionalidad, las entidades deben otorgar un trato preferencial antes de 

efectuar el nombramiento de quienes ocupan los primeros puestos en las listas 

de elegibles del respectivo concurso de méritos, con el propósito de garantizar 

el goce efectivo de sus derechos fundamentales 

Con los anteriores derroteros el Despacho para al análisis del, 

 

4.6.- Caso Concreto 

 

La accionante Viviana de Jesús De La Cerda Valle acude a la presente acción 

constitucional, puesto que estima se le han vulnerado sus derechos fundamentales al 

mínimo vital, trabajo, salud, dignidad humana, debido proceso y seguridad social, al 

proceder con el nombramiento de quien ocupa la lista de elegible para el cargo identificado 

con la OPEC No. 75943 y por tanto, la consecuente desvinculación de la señora Viviana 

de Jesús De La Cerda Valle, en virtud del concurso abierto de méritos para proveer los 

empleos vacantes de la planta de personal pertenecientes al sistema general de carrera 

administrativa de la alcaldía distrital de Barranquilla - acuerdo No. CNSC - 

20181000006346 del 16-10- 2018 CONVOCATORIA No. 758 de 2018- Convocatoria 

Territorial norte, opec: 75504. 

Al expediente se arrimaron las siguientes pruebas documentales relevantes: 

 

- Historia Clínica de la accionante 

- Informe Pericial de Clínica Forense 

- Acta de Reunión - Visita de inspección y vigilancia - Planificación de Convocatoria. 

- Decreto 0194 de 2.018 

- Constancia de Inscripción a la OPEC 75943 dentro del proceso de selección No. 

758 de 2.018. 

- Pantallazo del primer puesto ocupado por el interviniente David Andres Garcia 

Barros. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-464-19.htm#_ftn37


 
Radicado: 08001-33-33-014-2020-00155-00 

Medio de control o Acción: Tutela 
Demandante: Viviana de Jesús De La Cerda Valle 

Demandado: Comisión Nacional del Servicio Civil (CNSC); Alcaldía de Barranquilla 

Fallo de tutela de 1era Instancia 
 

 
15 

 

 

Ahora bien, determinada la procedencia en el caso Sub-judice el despacho procede a hacer 

un recuento del Proceso de Selección No. 758 de 2018 Convocatoria Territorial Norte, de 

la siguiente forma: 

 

La Constitución Política a través del artículo 125 establece que los empleos en los órganos 

y entidades del Estado son de carrera, salvo contadas excepciones, y que el ingreso a los 

empleos y el ascenso en los mismos se logra previo cumplimiento de los requisitos y 

condiciones que fije la ley para determinar los méritos y las calidades de los aspirantes.  

 

Así mismo, de conformidad con el artículo 130 de la Constitución Política, corresponde a 

la Comisión Nacional del Servicio Civil - CNSC la administración y vigilancia del sistema 

de carrera, obligación que se encuentra plenamente reflejada en el literal c) del artículo 11 

de la Ley 909 de 2004, el cual establece dentro de las funciones de la CNSC, elaborar las 

convocatorias a concurso para el desempeño de empleos públicos de carrera. 

 

En consonancia, y en uso de sus competencias legales la CNSC realizó conjuntamente 

con delegados de la ALCALDÍA DISTRITAL DE BARRANQUILLA objeto del presente 

proceso de selección, la etapa de planeación para adelantar el concurso abierto de méritos, 

en cumplimiento del mandato constitucional y de las normas vigentes e instrucciones de la 

CNSC, con el fin de proveer los empleos en vacancia definitiva del Sistema general de 

carrera administrativa de su planta de personal en el marco del Proceso de Selección No. 

758 de 2018 - Convocatoria Territorial Norte, por lo que se consolidó la Oferta Pública de 

Empleos de Carrera que en adelante se denominará OPEC, en el Sistema de Apoyo para 

la Igualdad, el Mérito y la Oportunidad, que en adelante se denominará SIMO y suscribió 

la respectiva certificación generada por este Sistema  

 

Dado lo anterior, se profirió el Acuerdo No. CNSC – 20181000006346 DEL 16-10-2018 

"Por el cual se establecen las reglas del Concurso abierto de méritos y se convoca para 

proveer definitivamente los empleos vacantes pertenecientes al Sistema General de 

Carrera Administrativa de la planta de personal de la ALCALDÍA DISTRITAL DE 

BARRANQUILLA - ATLÁNTICO - "Proceso de Selección No. 758 de 2018 — Convocatoria 

Territorial Norte" 

 

Descrito lo anterior, téngase en cuenta que "Proceso de Selección No. 758 de 2018 — 

Convocatoria Territorial Norte", se encuentra reglamentada por el ACUERDO No. CNSC - 

20181000006346 DEL 16-10-2018, y frente a esto la Corte Constitucional ha sido enfática 

en señalar, como lo hizo en sentencia T-588 del 2.008, que: 

 

“la convocatoria es norma reguladora de todo concurso y a ella quedan obligados 

tanto la CNSC, como la entidad que convoca el concurso y todos los participantes. 

  

En sentencia T- 256 de 1995, la Corte Constitucional señaló claramente la 

necesidad de respetar las bases del concurso:  

  

“... Al señalarse por la administración las bases del concurso, estas se 

convierten en reglas particulares obligatorias tanto para los participantes 

como para aquélla; es decir, que a través de dichas reglas la administración 

se autovincula y autocontrola, en el sentido de que debe respetarlas y que su 

actividad, en cuanto a la selección de los aspirantes que califiquen para 

acceder al empleo o empleos correspondientes, se encuentra previamente 

regulada, de modo que no puede actuar en forma discrecional al realizar dicha 
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selección. Por consiguiente, cuando la administración se aparta o desconoce 

las reglas del concurso o rompe la imparcialidad con la cual debe actuar, o 

manipula los resultados del concurso, falta a la buena fe (art. 83 C.P.), incurre 

en violación de los principios que rigen la actividad administrativa (igualdad, 

moralidad, eficacia e imparcialidad), y por contera, puede violar los derechos 

fundamentales al debido proceso, a la igualdad y al trabajo de quienes 

participaron en el concurso y resultan lesionados en sus intereses por el 

proceder irregular de aquélla.” 

  

De conformidad con la anterior jurisprudencia que ha sido reiterada en varias 

oportunidades por esta Corporación, una vez definidas las reglas del concurso, las 

mismas deben aplicarse de manera rigurosa, para evitar arbitrariedades o 

subjetivismos que alteren la igualdad o que vayan en contravía de los 

procedimientos que de manera general se han fijado en orden a satisfacer los 

objetivos del concurso. De este modo, el concurso se desenvuelve como un trámite 

estrictamente reglado, que impone precisos límites a las autoridades encargadas 

de su administración y ciertas cargas a los participantes.” 

 

Precisado lo anterior, con el propósito de resolver el problema jurídico planteado, tenemos 

como primer punto a resolver, que la accionante en su sentir, alega que, los eventuales 

nombramientos y posesiones próximos a adelantarse en razón, del Proceso de Selección 

No. 758 de 2018 — Convocatoria Territorial Norte transgreden sus derechos 

fundamentales, dado que en razón a la pandemia se expidió el Decreto 491 del 28 de 

marzo de 2020, el cual estableció que hasta tanto permanezca vigente la Emergencia 

Sanitaria2 declarada, se debe aplicar el aplazamiento de los procesos de selección en 

curso que se encuentren en etapa de reclutamiento o de aplicación de pruebas. 

 

Al respecto, es de precisar que el Art. 14 del Decreto 491 del 2.020 en su primer inciso, 

señala que: “Hasta tanto permanezca vigente la Emergencia Sanitaria declarada por el 

Ministerio de Salud y Protección Social, para garantizar la participación en los concursos 

sin discriminación de ninguna índole, evitar el contacto entre las personas y propiciar el 

distanciamiento social, se aplazarán los procesos de selección que actualmente se estén 

adelantando para proveer empleos de carrera del régimen general, especial constitucional 

o específico, que se encuentren en la etapa de reclutamiento o de aplicación de 

pruebas.(...)” 

 

Dicho lo anterior, esta agencia judicial encuentra necesario recalcar que el Decreto 1083 

de 2.015, en su Artículo  2.2.6.2, señaló las fases del proceso de selección o concurso en 

(i) la convocatoria, (ii) el reclutamiento, (iii) la aplicación de pruebas, (iv) la conformación 

de las listas de elegibles y (v) el período de prueba. 

 

Ahora concordante con lo anterior y lo referido por las partes dentro del presente asunto, 

en consonancia con el Proceso de Selección No. 758 de 2018 — Convocatoria Territorial 

Norte, esta agencia judicial destaca que la Comisión Nacional de Servicio Civil advirtió en 

su informe que dicho concurso se encuentra en la etapa de conformación de las listas de 

elegibles, por lo que en ese sentido, y asi comparte el despacho, no median elementos 

normativos que ameriten y conmine asi a la suspensión de la presente convocatoria, o que 

                                                             
2 La Emergencia Sanitaria decretada en la República de Colombia, actualmente se encuentra Vigente, en virtud 

a la Resolución 1462 de agosto 26 del 2020, expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social, hasta el 
30 de noviembre de 2.020.- 
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su continuación ocasionen un desmedro a los derechos fundamentales expuestos por la 

accionante. 

 

Como segundo punto, refiere la accionante que fue sometida a dos (2) operaciones, una 

del fémur y otra de pelvis, por ello, tiene una incapacidad física que afecta el cuerpo de 

carácter permanente, que por consiguiente, en estos momentos quedarse sin empleo sería 

un gran perjuicio para ella en las condiciones en que se encuentra; asi mismo sostiene que 

su hermana ha quedado sin empleo, y que además tiene una hija que esta cursando 5° 

semestre en la Universidad del Norte, por lo que ambas dependen económicamente de la 

remuneración que percibe por el cargo en provisionalidad que ocupa en la Alcaldía Distrital 

de Barranquilla. 

 

Al respecto es preciso señalar por parte del despacho, que la Corte Constitucional en 

sentencia C-242 de 2.020, indicó que:  

 

“Ahora bien, frente a los cuestionamientos realizados al artículo 14 por los intervinientes, 

la Sala considera que las apreciaciones sobre la afectación de derechos carecen de 

soporte, y las relativas a las dificultades de transición aluden a una valoración fáctica que 

escapa al control constitucional. Específicamente, esta Corporación estima que: 

 

(i) A pesar de que para algunas personas el posible retiro del cargo que ocupan en 

provisionalidad ante su provisión por concurso puede llegar a afectar su estabilidad 

económica en medio de la pandemia, lo cierto es que la naturaleza de su vinculación 

provisional lleva implícita dicha eventualidad y, por ende, no puede alegarse como una 

circunstancia imprevisible que exigiera por parte del legislador un trato preferencial.” 

 

En igual sentido, y del que se destaca ha sido la tendencia por parte de la jurisprudencia 

de la H. Corte Constitucional, tenemos la sentencia T-373 de 2.017, la cual contempló que:  

 

“La Constitución Política estableció en el artículo 125 el régimen de carrera administrativa 

como el mecanismo para el ingreso y desempeño de cargos públicos en los órganos y 

entidades del Estado, salvo las excepciones constitucionales y legales, y los regímenes 

especiales de creación constitucional.[19] El propósito de tal previsión constitucional es 

crear un mecanismo objetivo de acceso a los cargos públicos, en el cual las condiciones de 

ingreso, ascenso, permanencia y retiro respondan al mérito, conforme a criterios reglados, 

y no a la discrecionalidad del nominador. 

 

La carrera administrativa es el mecanismo preferente para el acceso y la gestión de los 

empleos públicos, en donde quien supere satisfactoriamente las etapas del concurso de 

méritos adquiere un derecho subjetivo de ingreso al empleo público, exigible tanto frente a 

la Administración como a los funcionarios públicos que están desempeñando el cargo 

ofertado en provisionalidad. Por esta razón, la Corte ha sostenido que los cargos ejercidos 

en provisionalidad no pueden equipararse a los de carrera administrativa en cuanto a su 

vinculación y retiro, en tanto existen marcadas diferencias entre los funcionarios inscritos 

en carrera administrativa y los funcionarios públicos provisionales[20]. 

 

En relación con los primeros, se trata de funcionarios que acceden a estos cargos mediante 

un concurso de méritos, por lo que su permanencia en ellos implica mayor estabilidad al 

haber superado las etapas propias del concurso, lo que impide el retiro del cargo a partir de 

criterios meramente discrecionales. De ahí, que el acto administrativo por medio del cual se 

desvincula a un funcionario de carrera administrativa deba, además de otros requisitos, ser 

motivado para que la decisión sea ajustada a la Constitución[21]. 

 

Por su parte, los funcionarios públicos que desempeñan en provisionalidad cargos de 

carrera, gozan de una estabilidad laboral relativa o intermedia, que implica, sin embargo, 
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que el acto administrativo por medio del cual se efectúe su desvinculación debe estar 

motivado, es decir, debe contener las razones de la decisión, lo cual constituye una garantía 

mínima derivada, entre otros, del derecho fundamental al debido proceso y del principio de 

publicidad[22]. 

 

Ahora bien, esta Corporación ha reconocido que cuando un funcionario ocupa en 

provisionalidad un cargo de carrera y es, además, sujeto de especial protección 

constitucional, “concurre una relación de dependencia intrínseca entre la permanencia en 

el empleo público y la garantía de sus derechos fundamentales, particularmente el mínimo 

vital y la igualdad de oportunidades. De allí que se sostenga por la jurisprudencia que la 

eficacia de esos derechos depende del reconocimiento de estabilidad laboral en aquellos 

casos, a través de un ejercicio de ponderación entre tales derechos y los principios que 

informan la carrera administrativa”[23]. 

 

Si bien estas personas no tienen un derecho a permanecer de manera indefinida en el 

cargo, pues este debe proveerse por medio de un concurso de méritos, sí debe otorgárseles 

un trato preferencial como acción afirmativa[24], antes de efectuar el nombramiento de 

quienes ocuparon los primeros puestos en la lista de elegibles del respectivo concurso de 

méritos, con el fin de garantizar el goce efectivo de sus derechos fundamentales. Ello en 

virtud de los mandatos contenidos en los incisos 2º y 3º del artículo 13 Superior, relativos a 

la adopción de medidas de protección a favor de grupos vulnerables y personas en 

condición de debilidad manifiesta, y en las cláusulas constitucionales que consagran una 

protección reforzada para ciertos grupos sociales, tales como las madres cabeza de familia 

(art. 43 CP), los niños (art. 44 CP), las personas de la tercera edad (art. 46 CP) y las 

personas con discapacidad (art. 47 CP)[25]. 

 

En relación con la estabilidad laboral relativa de que gozan los funcionarios que ocupan 

cargos de carrera en provisionalidad, la Corte Constitucional ha señalado algunas medidas 

que pueden adoptarse para garantizar los derechos fundamentales de quienes ameritan 

una especial protección constitucional por estar en condiciones de vulnerabilidad. Por 

ejemplo, en la sentencia de unificación SU-446 de 2011[26], esta Corporación hizo un 

pronunciamiento en torno a la relación existente entre la provisión de cargos de carrera 

mediante concurso de méritos y la protección especial de las personas que ocupan dichos 

cargos en provisionalidad y se encuentran en circunstancias especiales tales como las 

madres y padres cabeza de familia,  prepensionados o personas en situación de 

discapacidad.  Al respecto expresó: 

 

“Los servidores en provisionalidad, tal como reiteradamente lo ha expuesto esta 

Corporación[27],  gozan de una estabilidad relativa, en la medida en que sólo pueden ser 

desvinculados para proveer el cargo que ocupan con una persona de carrera, tal como 

ocurrió en el caso en estudio o por razones objetivas que deben ser claramente expuestas 

en el acto de desvinculación[28]. En consecuencia, la terminación de una vinculación en 

provisionalidad porque la plaza respectiva debe ser provista con una persona que ganó el 

concurso, no desconoce los derechos de esta clase de funcionarios, pues precisamente la 

estabilidad relativa que se le ha reconocido a quienes están vinculados bajo esta modalidad, 

cede frente al mejor derecho que tienen las personas que ganaron un concurso público de 

méritos.” 

 

Es asi que en concordancia a todo lo expuesto, no encuentra esta agencia judicial, 

argumentos sólidos y que siquiera de manera sumaria corroboren una situación que 

cualifique a la accionante como un sujeto de especial protección, y que deba en tal sentido 

garantizarse su permanencia relativa en el cargo de carrera que ocupa en provisionalidad. 

 

Asi mismo, es de advertir que el interviniente David Andres Garcia Barrios, quien afirma 

se encuentra en primer lugar para ocupar el cargo de “Tecnico Operativo Codigo y Grado 

314-01, OPEC No. 75943” cuenta con un mejor derecho que no puede ser desplazado, por 

el que hoy goza la accionante Viviana de Jesús De La Cerda Valle. 
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Asi que, ante la estabilidad relativa que posee la accionante, al ocupar un cargo de carrera 

administrativa en provisionalidad, y por no constatarse una vulneración y/o amenaza a los 

derechos fundamentales alegados, resulta procedente para el Despacho denegar el 

amparo solicitado por la señora Viviana de Jesús De La Cerda Valle. 

  

5.- DECISIÓN. 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo del Circuito de Barranquilla, 

Administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 

FALLA: 

 

Primero.- DENIEGUESE el amparo de los derechos fundamentales invocados por la 

señora Viviana de Jesús De La Cerda Valle, por las consideraciones expuestas. 

 

Segundo. – NOTIFICAR esta providencia a las partes y al Ministerio Público, por el medio 

más expedito, a más tardar al día siguiente de haber sido proferida. 

 

Tercero.- ORDENAR a la Universidad Libre de Colombia (UNILIBRE), a la Comisión 

Nacional del Servicio Civil (CNSC) y al Distrito Especial, Industrial y Portuario de 

Barranquilla, que publiquen en sus respectivas páginas web, el presente fallo de tutela,  

lo cual deberán acreditar al despacho dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes. 

 

Cuarto.- Reconocer personería para actuar a la abogada Nelcy Cecilia Mosquera 

Mariottis como apoderada del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, 

conforme al poder otorgado. 

 

Quinto.- Reconocer personería para actuar al abogado Diego Hernán Fernández Guecha 

como apoderado de la Universidad Libre, conforme al poder otorgado. 

 

Sexto.- RECONOCER la calidad de interviniente al señor David Andres Garcia Barrios. 

 

Séptimo.- REMITIR esta providencia a la Honorable Corte Constitucional, al día siguiente 

de su ejecutoria, en caso de no ser impugnada, para su eventual revisión. 

 

 
 


